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RESUMEN 
 
La presente investigación se centra en el derecho a la capacidad jurídica de las personas con 
discapacidad a partir de la reforma del Código Civil Peruano a través del Decreto N° 1384, la 
cual permitió que nuestro Estado se encuentre en línea con lo dispuesto por la Convención 
sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. En ese sentido, se analizan las 
resoluciones de la Corte Superior de Justicia de Lima donde se designan apoyos de personas 
con discapacidad para conocer cómo los jueces están aplicando las salvaguardias.  
Esta figura permite evitar que el apoyo abuse de su posición, respetando los derechos, las 
preferencias y la voluntad de las personas con discapacidad. Debido a que antes de la reforma 
existía la figura de la curatela para personas con discapacidad, donde el curador tomaba 
decisiones en nombre de esta persona, resulta importante conocer si los jueces están 
entendiendo la figura del apoyo y, a partir de esto, utilizando las salvaguardias con el fin de 
asegurar el cumplimiento de una labor adecuada por parte de los apoyos. 
Para lo mencionado, resulta indispensable que los alcances de los apoyos se encuentren bien 
delimitados y que las medidas de representación sean excepcionales. Un inadecuado 
entendimiento de la nueva regulación puede ocasionar que, en la realidad, no se respete la 
capacidad jurídica de las personas con discapacidad, manteniendo una curatela en las sombras. 
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Introducción 
El Perú es Estado parte de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad 
(en adelante, CDPCD) desde el 2008; sin embargo, desde su entrada en vigor, su legislación 
no ha estado alineada con las obligaciones que emanan de dicho instrumento. Hasta el 2018, 
la capacidad jurídica de las personas con discapacidad no era reconocida ya que existían 
instituciones tales como la interdicción y la curatela. 
Este marco legal significaba que dichas personas no podían tomar decisiones relevantes para 
el derecho de forma autónoma. Mediante un proceso judicial y un orden de prelación pre 
establecido en nuestro Código Civil, se designaba a un curador que tomaba decisiones en 
nombre de la persona con discapacidad; es decir, nos encontrábamos ante un modelo de 
sustitución de voluntad. 
El 2018, el Decreto Legislativo 1348 cambió esta realidad a través de una reforma del Código 
Civil y Procesal Civil, donde se derogaron las instituciones de la interdicción y curatela para 
las personas con discapacidad. En ese sentido, se reconoció la capacidad jurídica de estas con 
discapacidad y se inició la transición hacia un sistema de apoyos. 
El presente artículo analizará las resoluciones realizadas en el periodo aproximado de un año 
por la Primera Corte Superior de Lima a fin de conocer cómo se está entendiendo el sistema 
de apoyos y, específicamente, las salvaguardias. Para ello, en el primer capítulo se desarrollará 
el contenido de la capacidad jurídica, profundizando en la institución de las salvaguardias, en 
el segundo se verá cómo era la regulación de la interdicción y curatela en el Perú. Por último, 
se presentará la metodología y análisis de las resoluciones judiciales.  
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1. Capacidad jurídica 
La Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (en adelante, CDPCD) 
es el instrumento normativo internacional que entró en vigor el año 2008. En este, se reconoce 
el modelo social de la discapacidad, por el cual la discapacidad es entendida como la 
interacción entre la deficiencia, de carácter biológico, y las barreras físicas, actitudinales, entre 
otras. Es decir, la responsabilidad frente a la falta de inclusión plena de las personas con 
discapacidad se centra en la sociedad, debido a que no ha tomado en cuenta las necesidades 
de estas. 
Por ello, muchos países cuentan con instituciones jurídicas tales como la curatela, que tienen 
como consecuencia que las personas con discapacidad no puedan tomar decisiones por si 
mismas, sino que exista una sustitución de la voluntad a través de los curadores. Este modo 
de legislar demuestra una visión paternalista hacia la discapacidad, sobre todo hacia las 
personas con discapacidades psicosociales o intelectuales, asumiendo que no pueden ni deben 
tomar decisiones por sí mismas. 
La CDPCD reconoce la capacidad jurídica, es decir, la capacidad de tomar decisiones 
jurídicamente relevantes, de todas las personas con discapacidad en su artículo 12 basándose 
“en cinco segmentos: (1) el reconocimiento como persona ante la ley; (2) la igualdad formal; 
(3) la toma de decisiones apoyada; (4) una nueva regulación del ejercicio de la capacidad 
jurídica; y (5) los derechos de propiedad”1. Es a través de este artículo que se vuelve explícito 
que no se puede negar el reconocimiento de la capacidad jurídica por motivo de discapacidad. 
El primer segmento se centra en el derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica de 
las personas con discapacidad. No permitir la obtención de la partida de nacimiento, por 
ejemplo, a una persona con discapacidad tendría como consecuencia que este sea un grupo de 
segunda categoría. Desde el inicio, serían no-ciudadanos. El segundo segmento desarrolla la 
igualdad formal ante la ley; es decir, se debe reconocer que las personas con discapacidad 
tienen la misma capacidad jurídica que las demás personas2.  
 
1 BARRETO SOUZA, Rafael. Capacidad jurídica: un nuevo paradigma desde la Convención de las Naciones 
Unidas sobre los derechos de las personas con discapacidad. American University International Law Review 30 
n° 2. 2015. Pág. 187. En: 
https://digitalcommons.wcl.american.edu/cgi/viewcontent.cgi?article=1840&context=auilr 
2 BARRETO SOUZA, Rafael. “Capacidad jurídica: un nuevo paradigma desde la Convención de las Naciones 
Unidas sobre los derechos de las personas con discapacidad”. American University International Law Review 30 
n° 2. 2015. En: https://digitalcommons.wcl.american.edu/cgi/viewcontent.cgi?article=1840&context=auilr 
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En tercer lugar, se encuentra el reconocimiento de que las personas con discapacidad pueden 
necesitar acceder a apoyos para la toma de decisiones. A través de este inciso no se avala la 
sustitución de la voluntad para tomar decisiones, sino que se reconoce que ser autónomos no 
significa tomar decisiones sin ninguna ayuda, sino que muchas veces necesitaremos ciertas 
medidas que nos permitan lograr manifestar nuestra voluntad3. 
En ese sentido, contar con un apoyo no significa tener una “menor capacidad jurídica” ya que, 
como se describió en el segmento anterior, todas las personas tenemos la misma capacidad 
jurídica, sino que se deben implementar medidas para que cada persona pueda ejercerla. El 
cuarto segmento se centra en el reconocimiento de salvaguardias, las cuales son medidas que 
permiten evitar que el apoyo abuse de su posición, ocasionando que las decisiones tomadas 
no estén en línea con los derechos y preferencias de la persona con discapacidad.  
Por último, se reconocen los derechos de propiedad, que incluyen: el derecho a poseer y 
heredar bienes, el derecho a controlar sus propias finanzas y el derecho a acceder a préstamos 
bancarios. Asimismo, no podrán ser privados de estos derechos de modo arbitrario. Es decir, 
un banco no puede negarse, por motivo de discapacidad, a abrir una cuenta a una persona con 
discapacidad4. Esta decisión sería discriminatoria al no tener justificación, basarse en un 
motivo prohibido y tener como consecuencia el menoscabo de derechos5. 
La CDPCD reconoce que las personas con discapacidad cuentan con plena capacidad jurídica 
y, para poder ejercerla, puede que este colectivo necesite acceder a apoyos y salvaguardias. 
Lo mencionado pone de manifiesto que “la autosuficiencia y la plena autonomía son mitos”6, 
y esto no se da solo con las personas con discapacidad, sino con todas las personas pues 
siempre han existido momentos donde se necesitan apoyos para la toma de decisiones.  
1.2.1. Las salvaguardias y el articulo 12.  
El artículo 12, como ya ha sido mencionado, se divide en cinco segmentos. En el cuarto, se 
encuentran las salvaguardias, que son desarrolladas de la siguiente manera: 
 
 
3 Id. 
4 Ib. 183. 
5 BREGAGLIO, Renata. ”Alcances del mandato de no discriminación en la Convención sobre los Derechos de 
las Personas con Discapacidad”. EN: BREGAGLIO, Renata y SALMÓN, Elizabeth (editoras). Nueve conceptos 
claves para entender la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. Pontificia 
Universidad Católica del Perú. 2015. Pág. 73-98. En: https://idehpucp.pucp.edu.pe/wp-
content/uploads/2015/03/Libro-Discapacidad-PDF-VERSI%C3%93N-COMPLETA-FINAL.pdf 
6 BARRETO SOUZA, Rafael. Ibidem, pág. 184. 
7 
 
 
                        “Artículo 12 
4. Los Estados Partes asegurarán que en todas las medidas relativas al ejercicio de la 
capacidad jurídica se proporcionen salvaguardias adecuadas y efectivas para 
impedir los abusos de conformidad con el derecho internacional en materia de 
derechos humanos. Esas salvaguardias asegurarán que las medidas relativas al 
ejercicio de la capacidad jurídica respeten los derechos, la voluntad y las preferencias 
de la persona, que no haya conflicto de intereses ni influencia indebida, que sean 
proporcionales y adaptadas a las circunstancias de la persona, que se apliquen en el 
plazo más corto posible y que estén sujetas a exámenes periódicos por parte de una 
autoridad o un órgano judicial competente, independiente e imparcial. Las 
salvaguardias serán proporcionales al grado en que dichas medidas afecten a los 
derechos e intereses de las personas”7. 
Las salvaguardias deberán entenderse en relación con las medidas de apoyo, pues tienen el 
objetivo de evitar que estas restrinjan la capacidad jurídica y que, en consecuencia, respeten 
los derechos, la voluntad y las preferencias de la persona con discapacidad8. Se mencionan 
estos tres conceptos debido a que los sistemas de apoyos no deben poder impedir que las 
personas con discapacidad ejerzan sus derechos, por ejemplo, no permitiéndoles que accedan 
a métodos anticonceptivos, vulnerando derechos sexuales y reproductivos, debido a que se 
mantiene el estereotipo que infantiliza a las personas con discapacidad y no les reconoce una 
vida sexual. 
También mencionan a la voluntad porque  
“ningún sistema de apoyos podrá considerase como tal, en la medida en que no 
“respete la voluntad” de la persona. Y aquí la voluntad debe ser entendida como la 
manifestación de la voluntad de un individuo, la cual debe exteriorizaste desde la 
propia persona, o simultáneamente por un intérprete, y abarca todas los formatos o 
medios alternativos de comunicación señalados por el Artículo 2”9. 
Por último, se mencionan preferencias al existir situaciones donde la persona con discapacidad 
no podrá manifestar su voluntad, pero se deberá tener en cuenta su historia de vida10. Es 
 
7 NACIONES UNIDAS. Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad. Art. 12. Año: 2008. 
En: https://www.un.org/esa/socdev/enable/documents/tccconvs.pdf 
8 BARIFFI, Francisco. Tesis Doctoral: El régimen jurídico internacional de la capacidad jurídica de las 
personas con discapacidad y sus relaciones con la regulación actual de los ordenamientos jurídicos internos. 
2014. Pág. 504. En: https://e-archivo.uc3m.es/bitstream/handle/10016/18991/Francisco_%20Bariffi_tesis.pdf 
9 Ib. 507. 
10 Id. 
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importante reconocer que existirán zonas grises, sobre todo en casos de discapacidades 
severas, donde el apoyo, en realidad, ejercerá, en realidad, una sustitución de la voluntad y, 
por lo mismo, las salvaguardias resultan aún más importantes para limitar dicho actuar.  
Es decir, si bien en algunas ocasiones, después de agotar todos los medios posibles, no se 
puede obtener la voluntad directa de la persona con discapacidad y, por lo mismo, será el 
apoyo el que tomará la decisión, las salvaguardias permitirán que estas decisiones no se alejen, 
en la medida de lo posible, de la forma en la que hubiese actuado la persona con discapacidad. 
También serán necesarias para que no se tomen medidas que perjudiquen a dicha persona y, 
por lo mismo, estas deberán ser implementadas en el tiempo más corto posible y revisadas 
periódicamente.  
Además, el inciso menciona que las salvaguardias serán un medio para evitar la influencia 
indebida o el conflicto de intereses. El sistema de apoyos existe para que la persona con 
discapacidad pueda manifestar su voluntad y, lo que se busca con las salvaguardias, es que el 
apoyo actúe correctamente y no en perjuicio de la persona con discapacidad. Por ejemplo, si 
una persona con discapacidad requiere apoyo para la disposición de bienes patrimoniales, 
como salvaguardia se podría colocar que esta no debe ser dada a título gratuito al apoyo. 
Las salvaguardias, así como las medidas de apoyo, deben ser analizadas y adaptadas caso por 
caso y no solo para derechos patrimoniales. “Nos hallamos en un modelo centrado en la 
persona y que reconoce las falencias de los sistemas vigentes que pretender regular medidas 
generales aplicables de forma universal a cualquier persona”11. El fin de ellas es asegurar que 
se respeten los derechos, voluntad y preferencias de la persona con discapacidad. 
2. Regulación de la capacidad jurídica en el Perú. 
El Perú es Estado parte de la CDPCD. En ella, como ya ha sido mencionado, se reconoce la 
capacidad jurídica de las personas con discapacidad. Pese a ello, la legislación nacional no se 
encontraba alineado a dicho instrumento, ocasionando que muchas personas con discapacidad 
no pudiesen tomar decisiones por sí mismas. La reforma legislativa se dio el año 2018, gracias 
al impulso de colectivos de personas con discapacidad, diez años después de la entrada en 
vigor del mencionado tratado. 
 
 
11 Ib. 508. 
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2.1. Antes de la reforma: Interdicción y curatela 
Hasta la reforma legislativa dada por el Decreto Legislativo 1384, que reconoce y regula la 
capacidad jurídica de las personas con discapacidad en igualdad de condiciones, en el Código 
Civil existía la incapacidad absoluta y relativa para las personas con discapacidad. Lo 
mencionado se encontraba regulado de la siguiente forma: 
“Incapacidad absoluta 
Artículo 43.- Son absolutamente incapaces: 
1.- Los menores de dieciséis años, salvo para aquellos actos determinados por la ley.(*) 
RECTIFICADO POR FE DE ERRATAS 
2.- Los que por cualquier causa se encuentren privados de discernimiento. 
Incapacidad relativa 
Artículo 44.- Son relativamente incapaces: 
1.- Los mayores de dieciséis y menores de dieciocho años de edad. 
2.- Los retardados mentales.  
3.- Los que adolecen de deterioro mental que les impide expresar su libre voluntad 
4.- Los pródigos. 
5.- Los que incurren en mala gestión. 
6.- Los ebrios habituales. 
7.- Los toxicómanos. 
8.- Los que sufren pena que lleva anexa la interdicción civil.”12. 
 
Al analizar las causales para la incapacidad absoluta y relativa en nuestro país, notamos que 
estas pueden resultaban aplicables a personas con discapacidad mental e intelectual. Ello va 
en contra del ya mencionado artículo 12 de la CDPCD, el cual es un parámetro de 
interpretación vinculante, conforme a la Cuarta Disposición Final y Transitoria de nuestra 
Constitución13. 
 
12 Artículo 43 y 44 antes de la reforma del Código Civil por el Decreto Legislativo 1384, Decreto Legislativo 
que regula la capacidad jurídica de las personas con discapacidad en igualdad de condiciones. 
13 VILLAREAL, Carla. El reconocimiento de la capacidad jurídica de las personas con discapacidad mental e 
intelectual y su incompatibilidad con los efectos jurídicos de la interdicción y la curatela: Lineamientos para la 
reforma del Código Civil y para la implementación de un sistema de apoyos en el Perú. Pág. 95. Disponible en: 
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En ese sentido, el artículo 43, cuando habla de discernimiento, se refiere a “un juicio de valor 
que le permite distinguir y diferenciar distintos escenarios, objetos, situaciones, opciones, etc., 
que se presentan en la vida cotidiana”14. Al ser una causal tan abstracta y abierta, el juez puede 
incluir a la generalidad de personas con discapacidad mencionadas. 
Asimismo, lo que se sanciona es que la persona no pueda emitir un juicio de valor. Ello resulta 
problemático pues al ser una causal abstracta y sin ninguna limitación, la decisión de declarar 
incapaz a absoluto a una persona se basará en un juicio subjetivo respecto a las decisiones que 
esta tome. Es decir, la declaración de incapacidad se dará si la persona no discierne según un 
“parámetro de normalidad socialmente aceptado”15 
En el caso de las personas con discapacidad mental e intelectual, ello resulta peligroso debido 
a que hacia ellos se daba una presunción de incapacidad, que se formaliza a partir de una 
declaración de interdicción. Es decir, si se consideraba que las decisiones de una persona con 
discapacidad mental, por ejemplo, eran equivocadas, se presumía que esto era así debido a su 
discapacidad.  
Incluso, desde un enfoque paternalista, la interdicción era vista como una institución que 
protegía a las personas con discapacidad ya que impedía que tomasen decisiones vinculantes 
al derecho. Como sabemos, bajo esta legislación, eran nulas los actos jurídicos realizados por 
aquellas personas declaradas incapaces absolutos. 
El artículo 44, por otro lado, nos dice que los retardados mentales y las personas que adolecen 
de deterioro mental que les impide expresar su voluntad son incapaces relativos. En el primer 
supuesto, la doctrina nos dice que estas personas “no pueden esperarse de él apreciaciones y 
enjuiciamientos normales. Carecen de la libre determinación de la voluntad, en el sentido de 
no comprender el significado de sus manifestaciones ni de obrar en consecuencia"16.  
La siguiente causal se centra en el deterioro progresivo de las funciones mentales en relación 
con un rendimiento anterior17. En ambos casos, la declaración de incapacidad relativa tiene 
como consecuencia que los actos jurídicos de estas personas puedan ser anulables. 
 
http://tesis.pucp.edu.pe/repositorio/bitstream/handle/20.500.12404/5259/VILLARREAL_LOPEZ_CARLA_C
APACIDAD_JURIDICA.pdf?sequence=1&isAllowed=y 
14 BOLAÑOS, Elard. La reforma del régimen peruano de interdicción de personas con discapacidad mental y 
psicosocial desde la perspectiva de los derechos humanos. Pág. 101. Año 2018. Disponible en: 
http://repositorio.usmp.edu.pe/bitstream/handle/usmp/3603/bolanos_ser.pdf?sequence=3&isAllowed=y 
15 Id. 
16 GUTIÉRREZ, Walter. Código Civil Comentado. Tomo 1. Lima: Gaceta Jurídica. S.F. Pág. 284.   
17 Ib. Pág. 285. 
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En todos los supuestos mencionados, se confunde la discapacidad con incapacidad. Incluso, 
teniendo en cuenta lo abierta y abstracta de la causal del artículo 43 de nuestro Código, 
podemos darnos cuenta de que los “retardados mentales” y las personas con deterioro mental 
pueden ser incluidas en dicha causal debido a que lo que se cuestiona es la calidad del 
discernimiento, lo cual es subjetivo. 
Una vez que una persona ha sido declarada incapaz, como estipula el artículo 42 del Código 
Civil, la persona con discapacidad pierde la plena capacidad de ejercicio. En ese sentido, se 
debe instaurar una curatela, la cual tiene como criterios, en el artículo 571, que las personas 
con discapacidad “no puedan dirigir sus negocios, no puedan prescindir de cuidados y 
socorros permanentes o que amenacen la seguridad ajena”. 
De este modo, nuestra legislación perpetúa estereotipos debido a que, desde una mirada 
paternalista, considera que las personas con discapacidad no son capaces de tomar decisiones, 
sobre todo aquellas que están relacionadas con el dinero. Por lo mismo, también está el 
estereotipo donde dichas personas no pueden ser independientes y, en consecuencia, necesitan 
cuidados permanentes. Por último, nos encontramos ante el estereotipo de peligrosidad, que 
sobre todo es aplicado con personas con discapacidad mental.  
Sobre lo mencionado, por ejemplo, autores como Wilbert Sánchez Vera, al analizar dicho 
artículo, nos dice que “es exacto afirmar que cualquiera de este tipo de incapaces 
potencialmente puede configurar una amenaza a la seguridad ajena, en razón de que ninguno 
podría desarrollar sus actividades tomando precaución alguna”18. En esta línea, una persona 
con retardo mental, por ejemplo, siempre será potencialmente peligrosa y, por ello, sus 
decisiones no deben ser válidas jurídicamente. 
Este tipo de afirmaciones son sumamente nocivas ya que validan una “presunción de 
peligrosidad” hacia las personas con discapacidad sin cuestionarse que todas las personas, con 
o sin discapacidad, podríamos ser peligrosas. Es por ello por lo que la denegación de la 
capacidad jurídica de las personas con discapacidad se basa en un trato discriminatorio hacia 
estas. 
La consecuencia de una declaración de incapacidad es la asignación de un curador. Dicha 
persona no es escogida por la persona con discapacidad, sino que se encuentra en un orden de 
prelación establecido en el Código Civil: 
 
18 GUTIÉRREZ, Walter. Código Civil Comentado. Tomo III. Lima: Gaceta Jurídica. S.F. Pág. 574.  
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“Artículo 569.- Prelación de curatela legítima 
A falta de curador nombrado conforme al artículo 568-A, la curatela de las personas 
mencionadas en los artículos 43, numerales 2 y 3, y 44, numerales 2 y 3, corresponde: 
1.- Al cónyuge no separado judicialmente o notarialmente, y que cumpla lo establecido 
en el artículo 289. 
2.- A los padres. 
3.- A los descendientes, prefiriéndose el más próximo al más remoto y en igualdad de 
grado, al más idóneo. La preferencia la decide el juez, oyendo al consejo de familia 
necesariamente. 
4.- A los abuelos y demás ascendientes, regulándose la designación conforme al inciso 
anterior. 
5.- A los hermanos”19. 
Es decir, la persona con discapacidad no interviene en la decisión de quién será aquella 
persona que, en la realidad, sustituirá su voluntad. Además, en esta lista, no se tiene en cuenta 
a la persona que realmente cuente con la confianza de la persona con discapacidad, sino que 
cuente con un vínculo familiar. En otras palabras, presume que, por ser un miembro de la 
familia, es la persona adecuada para velar por la persona con discapacidad. 
Este tipo de regulación demuestra la confusión que existe entre la capacidad jurídica y la 
capacidad mental. La primera es inherente a cada ser humano pues consiste en la capacidad 
de ser titular de derechos y obligaciones y de poder ejercerlos. La segunda, por otro lado, varia 
de persona a persona pues se centra en la aptitud para tomar decisiones. En ese sentido, los 
Estados tienden a negar la capacidad jurídica de las personas con discapacidad porque suponen 
que todas las decisiones que puedan tomar serán incorrectas20. 
Sin embargo, como sabemos, la aptitud para tomar decisiones y que estas sean consideradas 
correctas o incorrectas es un criterio sumamente subjetivo. Un ejemplo de que las personas 
con discapacidad y sin discapacidad tomamos decisiones igualmente válidas es el dado por 
Radio Colifata en Argentina, donde desde un hospital psiquiátrico realizaron una simulación 
de las elecciones presidenciales del 2003, obteniendo los mismos resultados que las encuestas 
de las elecciones reales21. 
 
19 Artículo 569. Código Civil peruano, aprobado mediante Decreto Legislativo N° 295. 
20 COMITÉ SOBRE LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD. Observación general n° 
1. Artículo 12: Igual reconocimiento como persona ante la ley. CRPD/C/GC/1. Pág. 4. 2014. 
21 TELEFE. Elecciones en el Borda. Colifata TV. Año 2004. En: https://www.youtube.com/watch?v=-
Nxc3jDLiEA 
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Es por ello por lo que, en realidad, la negación de capacidad jurídica resulta paternalista.  
Asimismo, homogeniza y segrega a las personas con discapacidad a través de un estereotipo 
que tiene como consecuencia anular su ciudadanía.  
2.2. Reforma del Código Civil: Decreto Legislativo 1384 y su reglamento. 
En septiembre del 2018, se dio el reconocimiento de la capacidad jurídica de las personas con 
discapacidad en el Perú. A partir de ello, se derogaron la interdicción y la curatela, lo cual 
significa que la voluntad de los miembros de este colectivo es jurídicamente relevante. 
La persona con discapacidad, solo si lo desea, puede designar a un apoyo para la formulación 
de su voluntad. Este apoyo no se encuentra determinado en un orden de prelación ya que se 
basará en una relación de confianza: es decir, la persona con discapacidad podrá designar 
como apoyo a un familiar, amigo o, de acuerdo con la norma, persona jurídica sin fines de 
lucro. 
Dicha designación podrá ser por vía judicial o notarial,22 en ambos casos, se deberán dar todos 
los ajustes razonables necesarios para lograr obtener la manifestación de voluntad de las 
personas con discapacidad. La designación de apoyos y salvaguardias será obligatoria de 
forma excepcional y cuando no se haya podido obtener la voluntad de la persona con 
discapacidad23. 
En el proceso de asignación de apoyos se establece que se realizará una audiencia única donde, 
de ser necesario, “el/la juez/a solicita el apoyo del equipo multidisciplinario para la realización 
de los ajustes de procedimiento necesarios y asegurar la participación plena de la persona”24. 
Por lo tanto, como ya ha sido mencionado, el juez debe agotar todos los medios necesarios 
para lograr la manifestación de voluntad de la persona con discapacidad. Para ello, 
probablemente será necesario que intervenga un equipo multidisciplinario. 
Dicho Decreto Legislativo también establece dos salvaguardias obligatorias: la obligación de 
indicar cuándo se realizará la revisión de la actuación de los apoyos que sean designados. De 
esta forma, “El juez realiza todas las audiencias y diligencias necesarias para determinar si la 
 
22 Art. 45-B. Decreto Legislativo N° 1384, Decreto Legislativo que reconoce y regula la capacidad jurídica de 
las personas con discapacidad en igualdad de condiciones. 
23 Ib. Art. 659-E. 
24 Art. 41. Decreto Supremo 016-2019-MIMP, Decreto Supremo que aprueba el Reglamento que regula el 
otorgamiento de ajustes razonables, designación de apoyos e implementación de salvaguardias para el ejercicio 
de la capacidad jurídica de las personas con discapacidad.  
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persona de apoyo está actuando de conformidad con su mandato y la voluntad y preferencias 
de la persona”25. 
La segunda salvaguardia consiste en que las personas que han sido condenadas por violencia 
familiar o violencia sexual no pueden ser designadas como apoyos26. Después, se reconoce 
que puede haber más salvaguardias y que estas se adaptaran al caso concreto. El reglamento 
da como ejemplo los siguientes en el artículo 21.3:  
“a) Rendición de cuentas, adjuntando los documentos que sustenten la 
administración de los bienes. 
b) Realización de auditorías. 
c) Supervisión periódica inopinada. 
d) Realización de visitas domiciliarias inopinadas. 
e) Realización de entrevistas con la persona designada como apoyo y personas 
cercanas a la persona con discapacidad. 
f) Requerir información a las instituciones públicas o privadas, cuando el caso 
lo amerite o cualquier otra diligencia”27. 
Tanto las salvaguardias obligatorias como las sugeridas implican la actuación del sistema 
judicial. Estas no limitan de forma automática la actuación del apoyo a fin de garantizar que 
se limite a los alcances asignados por la persona con discapacidad.  
Es por ello por lo que debido a que esta reforma es reciente y que el enfoque de discapacidad 
debe calar en nuestro sistema judicial, es importante realizar una revisión de su actuación a 
fin de conocer cómo se están entendiendo las figuras de apoyos y salvaguardias. 
3. Análisis de resoluciones de designación de apoyos de la Corte Superior de Justicia 
de Lima. 
En esta sección se analizará la aplicación del Decreto Legislativo 1384, que reconoce y 
regula la capacidad jurídica de las personas con discapacidad en igualdad de condiciones, 
y cómo se ha comprendido la figura de las salvaguardias, a fin de evitar que el apoyo actúe 
inadecuadamente, en las resoluciones de la Corte Superior de Justicia de Lima (CSJL).   
 
25 Artículo 659-G. Decreto Legislativo 1384, Decreto Legislativo que reconoce y regula la capacidad jurídica de 
las personas con discapacidad en igualdad de condiciones. 
26 Ib. Art. 659-E. 
27 Ib. Art. 21.3.  
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3.1. Metodología de la investigación 
Se revisaron las resoluciones finales de ocho expedientes de la CSJL. Se identificaron los 
siguientes criterios para el posterior análisis: tipo de recurso, la discapacidad, quién es la 
persona que solicita el apoyo, los ajustes razonables establecidos para garantizar la 
participación de la persona con discapacidad, quién inicia el proceso y quiénes son los 
apoyos designados, los alcances de la designación y, por último, las salvaguardias 
establecidas. 
Se ha organizado la información en una matriz a fin de demostrar con facilidad cómo no se 
están utilizando las salvaguardias adecuadamente. 
3.2. Aplicación de la reforma 
Se revisaron ocho resoluciones que llegaron a la CSJL por apelación o por consulta. Esto 
último se da cuando las resoluciones que declaran la interdicción y el nombramiento del 
curador no son apeladas28. Esta figura solo procede cuando en los casos de designación 
excepcional de apoyos; es decir, cuando no se puede obtener la manifestación de voluntad. 
La solicitud de designación de apoyo por una persona distinta a la persona con discapacidad 
debe darse de forma excepcional. En la mayoría de los casos analizados, estas subieron a 
Sala debido a que no se apeló la resolución de interdicción y designación de curador y esto 
debía ser reconvertido a una designación de apoyos si es que la persona con discapacidad 
lo deseaba. 
  
 
28Art. 408.  Decreto Legislativo N° 1384, Decreto Legislativo que reconoce y regula la capacidad jurídica de 
las personas con discapacidad en igualdad de condiciones. 2018. 
16 
 
Exp. 24373-2017 Recurso Consulta 
Discapacidad Alzheimer avanzado 
Quién inicia el proceso Esposa e hijos 
Apoyos Hija 
Diligencias para 
obtener voluntad 
Se revisó el informe psiquiátrico. 
Se realizó entrevista donde la 
persona con discapacidad no 
respondió. 
Alcances - Cobro de pensión. 
- Administración de bienes. 
Salvaguardias No. 
Exp. 19910-2016 Recurso Consulta 
Discapacidad Demencia 
Quién inicia el proceso Cónyuge 
Apoyos Cónyuge 
Diligencias para 
obtener la voluntad 
Se realizó entrevista donde la 
persona con discapacidad no 
respondió ninguna pregunta. 
Alcances Facultades de representación para 
cubrir sus necesidades pues no 
expresa voluntad alguna.  
Salvaguardias No. 
Exp. 18376-2019 Recurso Reconocimiento de apoyos 
Discapacidad Grave encefalitis, deterioro 
progresivo. 
Quién inicia el proceso Persona con discapacidad 
Apoyos Hermano 
Diligencias para 
obtener la voluntad 
La persona con discapacidad quería 
que su hermano sea su apoyo. Se le 
realizó una entrevista. 
Alcances - Cobro de pensión 
- Administración de bienes 
- Operaciones en el banco 
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Salvaguardias Informar trimestralmente ante el 
Servicio Social del juzgado. 
Exp. 11952-2017 Recurso Consulta 
Discapacidad Retardo mental moderado 
Quién inicia el proceso Padre 
Diligencias para 
obtener la voluntad 
No mencionan. 
Apoyos Padre 
Alcances - Administrar bienes 
- Representarlo ante la ONP y 
el Seguro de  Salud 
- En todo lo demás que 
permita coadyuvar con la 
calidad del vida de la 
persona con discapacidad. 
Salvaguardias No 
Exp. 6787-2917 Recurso Consulta 
Discapacidad Retardo mental grave 
Quién inicia el proceso - 
Diligencias para 
obtener la voluntad 
Se realizó entrevista donde la 
persona con discapacidad no 
respondió ninguna pregunta. 
Apoyos Hermana 
Alcances - Representación para cubrir 
sus necesidades. 
Salvaguardias No. 
Exp. 6564-2014 Recurso Apelación 
Discapacidad Esquizofrenia 
Quién inicia el proceso Hermano 
Diligencias para 
obtener la voluntad 
- Análisis de certificado 
médico que indica que es 
una discapacidad 
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irreversible y, por ello, la 
persona es incapaz absoluta. 
- Se realizó la entrevista y la 
persona con discapacidad 
respondió todas las 
preguntas. Indican que no 
existe oposición alguna a la 
designación de apoyos. 
Apoyos Persona con discapacidad 
Alcances - Gestionar y cobrar pensión. 
- Administración de bienes. 
- “En ejecución de sentencia 
se le pueden otorgar otras 
facultades de 
representación”. 
Salvaguardias Se deberá realizar rendición de 
cuentas ante juzgado. 
Exp. 3318-2017 Recurso Consulta 
Discapacidad Demencia 
Quién inicia el proceso Hijos 
Diligencias para 
obtener la voluntad 
Se realizó entrevista donde la 
persona con discapacidad no 
respondió ninguna pregunta. 
Apoyos Persona con discapacidad 
Alcances - Representación en el sistema 
de salud y gestiones 
relacionadas. 
- Representación en entidades 
bancarias. 
 
Salvaguardias No excederse del artículo 659-B. En 
este artículo se desarrolla la 
definición de apoyos. 
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Exp. 5712-2016 Recurso Consulta 
Discapacidad Esquizofrenia 
Quién inicia el proceso Hermano 
Diligencias para 
obtener la voluntad 
Se realizó entrevista donde la 
persona con discapacidad respondió 
todas las preguntas. 
Se revisó certificado de 
discapacidad donde se estableció 
que esta era progresiva e 
irreversible. 
La persona con discapacidad no se 
opuso a la designación de apoyo.  
Apoyos Hermano 
Alcances - Gestionar y cobrar la 
pensión. 
- Administración de bienes. 
- “En ejecución de sentencias, 
se le pueden otorgar otras 
facultades de 
representación”. 
Salvaguardias Se deberá realizar rendición de 
cuentas ante el juzgado. 
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El objetivo de la revisión de estas resoluciones no es analizar el tipo de discapacidad y qué 
clase de ajustes eran los necesarios para concluir que el juez había realizado todos los 
esfuerzos necesarios para obtener la manifestación de voluntad de la persona con 
discapacidad. Me refiero a ello ya que solo cuando esto no es posible, se designan apoyos 
obligatorios. 
Sin embargo, si bien no se va a profundizar en lo mencionado, podemos concluir que los 
jueces no han realizado los esfuerzos mínimos necesarios ya que no se ha aplicado ninguna 
diligencia para conocer la voluntad de la persona distinta a la entrevista. Es decir, realizan una 
serie de preguntas y si la persona con discapacidad no puede responderlas, se asume que no 
puede manifestar voluntad. 
Además, si bien muchas discapacidades son degenerativas y, de acuerdo con las resoluciones, 
en varios casos nos encontramos en un estadio tardío de estas; en ninguno de los casos se ha 
dado un análisis sobre la vida de la persona con discapacidad y las preferencias de esta para 
delimitar los alcances y salvaguardias de los apoyos.  
No existe un esquema sobre las funciones que debería tener un apoyo ya que se debe dar un 
análisis caso por caso. En las resoluciones analizadas se puede ver que no se ha entendido el 
modelo actual pues no se ha asumido que los apoyos deben ser predominantemente 
voluntarios. 
Por lo mismo, los alcances del apoyo con representación, si es que son necesarios, deberían 
limitarse a las áreas donde la persona con discapacidad no puede ejercerlas por sí mismas o 
con un apoyo voluntario. Por ejemplo, una persona con discapacidad puede requerir un apoyo 
obligatorio en áreas como administración del dinero a partir de cierto monto. 
La asignación del apoyo obligatorio no debe darse con el fin de evitar que la persona con 
discapacidad tome decisiones incorrectas pues esta es una característica que se debe permitir 
en todas las personas.  En el caso de que el apoyo obligatorio cuente con facultades de 
representación en cada aspecto de la vida de la persona con discapacidad, “sería un curador 
sin decirle curador”29. 
 
29 IGLESIAS, Juan Manuel. Discapacidad, capacidad jurídica y redes comunitarias. Discursos jurídicos en 
torno a los apoyos para ejercicio de la capacidad jurídica y la vida independiente en 2017 ¿Qué dicen los/las 
jueces de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en sus fallos? Trabajo presentado en “VI Jornadas Nacionales 
“Discapacidad y derechos”. Argentina. 2018.Pág. 8.  
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En todas las resoluciones analizadas, la persona designada como apoyo ha sido un familiar. 
En estas, por lo menos, no se pudo identificar que se hayan considerado personas externas a 
aquellas que iniciaron los procesos de interdicción a fin de asegurar que el apoyo sea una 
persona a la que la persona con discapacidad le tenga confianza. 
En todos los casos, además, los alcances son muy generales y la mayoría se centra en la 
administración del dinero. Esto resulta peligroso pues no se establecen salvaguardias 
adecuadas que disminuyan el riesgo de que el apoyo actúe sin perjudicar a la persona con 
discapacidad. 
Como ha sido desarrollado en el presente artículo, solo existen dos salvaguardias obligatorias, 
siendo una de ellas la revisión de la actuación de los apoyos por el poder judicial. Esta clase 
de salvaguardia es bienintencionada; sin embargo, irreal debido a que es conocido por todos 
que el sistema judicial en nuestro país está colapsando por la carga laboral30. 
Es decir, la idea de que un equipo interdisciplinario visite inopinadamente a la persona con 
discapacidad y fiscalice el actuar de los apoyos es, por lo menos, complicado. Otorgar poderes 
de representación tan amplios pueden ocasionar perdidas irreversibles y que no podrán ser 
controladas a través de dicha salvaguardia. 
A demás de las salvaguardias obligatorias, la única otra salvaguardia identificable ha sido la 
de rendir cuentas de los gastos. Esta también es problemática pues no hay forma de asegurar 
el dinero de la persona con discapacidad está siendo utilizado para su beneficio. La 
sustentación de gastos puede diluirse entre todos los miembros de la familia. 
Por ello, los jueces deben dar salvaguardias que brinden protección contra los abusos. En 
consecuencia, tampoco son válido que los alcances de los apoyos se limiten al “interés 
superior” de la persona con discapacidad, ya que en todo momento se debe buscar que estos 
se basen en los derechos, voluntad y preferencias de esta31. 
A continuación, se presentan propuestas de salvaguardias que los jueces pueden utilizar a fin 
de evitar abusos en la actuación de los apoyos: 
 
 
30 LA LEY. La carga procesal es de más de 3 millones de expedientes. Disponible en: https://laley.pe/art/7369/la-
carga-procesal-del-poder-judicial-es-de-mas-de-3-millones-de-expedientes 
31 COMITÉ SOBRE LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD. Observación general n° 1. Pág. 6. 
2014. 
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Alcances Salvaguardias 
Decisiones referidas a la administración 
de bienes. 
- Cualquier venta debe darse como 
mínimo por el valor del autovaluo. 
- El dinero de la persona con 
discapacidad o aquel obtenido por 
la disposición de sus bienes debe 
encontrarse en una cuenta a su 
nombre. 
- No podrá darse una transferencia 
de los bienes hacia el apoyo o sus 
familiares.  
Salud - No podrá autorizar el 
internamiento involuntario de la 
persona con discapacidad. 
Decisiones referidas a procesos judiciales 
o procedimientos administrativos. 
- La voluntad y consentimiento de la 
persona con discapacidad deberá 
ser manifestada mediante rúbrica 
en los documentos que presente. 
- El apoyo solo podrá apelar cuando 
la persona con discapacidad lo 
autorice. 
- El apoyo necesita la autorización 
de la persona con discapacidad 
para dar fin al proceso. 
 
Es importante tener en cuenta de que el presente cuadro desarrolla recomendaciones de 
salvaguardias ya que lo primordial siempre será el análisis caso por caso, respetando los 
derechos, voluntad y preferencias de las personas con discapacidad. En ese sentido, resulta 
indispensable establecer salvaguardias efectivas, sobre todo en aquellos casos donde se 
establezca, de forma excepcional, un apoyo obligatorio.  
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4. Conclusiones: 
El Decreto Legislativo N° 1384, que reconoce y regula la capacidad jurídica de las personas 
con discapacidad en igualdad de condiciones, se alinea a las obligaciones internacionales que 
establecidas en la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. En ese 
sentido, reconoce la capacidad jurídica de las personas con discapacidad, derogando la 
curatela e interdicción respecto a las mismas. 
Si bien el Perú se encuentra vinculado a las obligaciones de la mencionada Convención desde 
su entrada en vigor, el sistema de apoyos y salvaguardias resulta desconocido para nuestro 
Poder Judicial. Es por ello que las resoluciones analizadas demuestran que el enfoque de 
discapacidad aún no está siendo aplicado al otorgar representación amplia a los apoyos, sin 
salvaguardias que sean realmente efectivas. 
Las discapacidades presentadas en las resoluciones analizadas son, a primera vista, severas en 
su mayoría y algunas progresivas. Lo mencionado indicaría que se debieron realizar diversos 
ajustes razonables a fin de asegurar que la persona con discapacidad no podía manifestar 
voluntad o los aspectos específicos en los que necesitaría un apoyo obligatorio. 
El análisis demuestra que se han designado apoyos con facultades de representación al ser 
obligatorios y que cuentan con alcances muy amplios y salvaguardias probablemente 
ineficaces y poco creativas. Por lo mencionado, si no existe un adecuado entendimiento de lo 
que significa esta reforma legislativa, podríamos continuar con un sistema de curatela en las 
sombras. 
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